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Sobre: 
Sentencia 
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Panel integrado por su presidente el Juez Figueroa Cabán, la Juez 

Birriel Cardona y la Juez Nieves Figueroa.  
 
Nieves Figueroa, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 

 En San Juan, Puerto Rico, a 12 de septiembre de 2018. 

Comparece ante nosotros el señor Carlos M. Belgodere Pamies 

(en adelante “apelante” o “señor Belgodere”), mediante recurso de 

apelación.  Solicita la revocación de la Sentencia a través de la cual, 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Humacao (en adelante 

“TPI”), desestimó la Demanda sobre sentencia declaratoria que este 

presentó contra la Junta de Planificación, Punta Lima Wind Farm, 

LLC (en adelante “Punta Lima”) y la Junta de Planificación y la 

Oficina de Exención Contributiva Industrial del Departamento de 

Desarrollo Económico y Comercio.  Examinados los escritos 

presentados, así como el derecho aplicable, acordamos confirmar la 

Sentencia apelada. 

Siendo que el recurso presentado por el apelante no cuestiona 

las conclusiones de hecho alcanzadas por el TPI, reseñamos las 

mismas.  El distinguido Foro a quo concluyó que, allá para diciembre 
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de 2016, el apelante presentó una Querella ante la Oficina de 

Gerencia y Permisos (en adelante “OGPe”) en contra de Punta Lima 

Wind Farm LLC.  El apelante le imputó a Punta Lima que no había 

certificado el costo final del proyecto basado en el valor real y que 

construyó el parque eólico fuera de la finca sobre la cual se autorizó 

la construcción. 

La OGPe realizó una investigación y Punta Lima replicó 

argumentando, entre otras cosas, que el permiso de construcción y 

la notificación de requisitos para la otorgación del mismo no 

requerían el pago de aranceles por haber sido tramitados durante 

un periodo de emergencia.  El apelante, por su parte, insistió en que 

el proyecto había sido construido fuera del predio autorizado.  

Punta Lima acreditó entonces que el Permiso obtenido había 

sido enmendado para aprobar cambios en la localización de las 

turbinas instaladas en el proyecto.  El 17 de agosto de 2017, 

notificada el 18 de agosto de 2017, la Junta de Planificación1 emitió 

una Resolución en la que concluyó que el parque había sido 

construido dentro de los parámetros legales y reglamentarios 

aplicables.  Contra dicha determinación cabía recurso de revisión 

judicial, mas el apelante no se sirvió de dicho mecanismo y, en 

cambio, presentó la Demanda cuya desestimación nos ocupa hoy. 

Así, el 13 de septiembre de 2017, el señor Belgodere presentó 

una Demanda sobre sentencia declaratoria contra Punta Lima, la 

Junta de Planificación y la Oficina de Exención Contributiva 

Industrial del Departamento de Desarrollo Económico y Comercio.  

Haciendo referencia a la Querella que presentó originalmente ante 

la Junta de Planificación, planteó, en esencia, los mismos asuntos 

que argumentó en la misma. 

                                                 
1 En virtud de la Ley Núm. 19-2017, la Querella fue transferida de OGPe a la 

consideración de la Junta de Planificación. 
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 Por su parte, Punta Lima presentó una Moción de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción sobre la Materia.  Según 

Punta Lima, no existía jurisdicción para atender el caso porque ya 

la Junta de Planificación había dispuesto sobre el asunto 

disponiendo que “Punta Lima construyó y opera el parque eólico a 

tono con los parámetros legales y reglamentarios requeridos.”  Punta 

Lima subrayó que “en su Resolución final, la Junta apercibió al 

demandante sobre su derecho a solicitar reconsideración de dicho 

dictamen, así como acudir a revisión judicial ante el Tribunal de 

Apelaciones conforme a las disposiciones de la Ley de 

Procedimientos Administrativos Uniforme […].”  Punta Lima expuso 

que, a pesar de dicho apercibimiento, el señor Belgodere optó por no 

ejercer su derecho de revisión judicial. Sostuvo que, ante ello, ahora 

está impedido de acudir al TPI, puesto que al presentar la Demanda 

sobre sentencia declaratoria el señor Belgodere intenta obtener un 

resultado distinto en otro foro.  Argumentó que lo anterior 

constituye la práctica de forum shopping, lo cual está vedado en 

nuestro ordenamiento jurídico.  Punta Lima argumentó, además, 

que el señor Belgodere no había demostrado que hubiera sufrido un 

daño o un interés adversamente afectado, por lo que carecía de 

legitimación activa.  También hizo referencia a las teorías jurídicas 

sobre cosa juzgada e impedimento colateral por sentencia. 

Luego de que el señor Belgodere se opusiera mediante Moción 

en Oposición a Moción de Desestimación del Co-demandado Punta 

Lima Wind Farm LLC, el 14 de mayo de 2018, notificada y archivada 

en autos el 16 de mayo de 2018, el Tribunal emitió la Sentencia 

apelada en la que coincidió con la postura de Punta Lima.  El TPI 

concluyó que, en efecto, el señor Belgodere no probó cómo sus 

derechos se vieron afectados con la adjudicación del permiso a 

Punta Lima.  También coincidió con la percepción de Punta Lima a 

los efectos de que el señor Belgodere, inconforme con el resultado 
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obtenido ante la Junta, en vez de solicitar reconsideración o acudir 

en revisión judicial ante este Tribunal, en cambio acudió ante el TPI 

para obtener un resultado que le fuera más favorable.  Dicho de otro 

modo, concluyó que lo ocurrido configuraba el forum shopping que 

Punta Lima denunció.  Por tal razón, el TPI desestimó la Demanda 

por carecer de jurisdicción para entender en la misma. 

Inconforme con dicha determinación, el señor Belgodere 

acude ante nosotros mediante el recurso de apelación de epígrafe, 

en el cual le imputa al TPI la comisión de los siguientes errores: 

Primer error: Erró el TPI al concluir que el TPI carece 
de jurisdicción para pasar juicio de novo sobre la 

controversia que ya fue adjudicada por la Junta. 
 

Segundo error: Erró el TPI al concluir que “[a]un 
tomando como ciertas las alegaciones de la demanda, el 
señor Belgodere no ha demostrado que existe un peligro 

potencial de que sus intereses se vean afectados, ni que 
tenga un interés propietario o personal que podrá 

adversamente [sic] afectado. Art. 14.1 de la Ley Núm. 
161-2009, supra.” 
 

Tercer error: Erró el TPI al concluir que la parte 
demandante carece de legitimación activa para 

vindicar un reclamo al tenor con el propio estatuto 
que este invoca en su demanda. (Énfasis en el 
original.) 

 

II. 

Hemos estudiado detenidamente el alegato del señor 

Belgodere, mas no ha logrado persuadirnos.  El señor Belgodere 

insiste en que la Sección 5.2.8 del Reglamento Conjunto 24.3.15, 

vigente al momento de la radicación de la Querella, le otorgó 

jurisdicción al TPI para pasar juicio de novo sobre una controversia 

que ya la Junta adjudicó.  Argumenta, además, que constituyó un 

error aplicar el Artículo 14.1 de la Ley Núm. 161-2009, según 

enmendada, y concluir que, al amparo del mismo, este tiene que 

demostrar que tiene un interés propietario o personal que podrá 

verse adversamente afectado.  Indica que, por el contrario, el 

Artículo 14.1, “vigente al momento de haberse cometido las alegadas 
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violaciones por parte de Punta Lima”2, permite que una “persona 

privada (natural o jurídica) que tenga o no interés propietario o que 

sea colindante, propietaria u ocupante de una propiedad vecina a la 

cual su interés personal se vea adversa o sustancialmente afectado, 

podrán presentar querella alegando una violación de ley o 

reglamento ante la Oficina del Inspector General [...].”  El señor 

Belgodere entiende que tiene legitimación activa porque, según su 

interpretación, la Sección 15.1.1 del Reglamento Conjunto 24.3.15 

autoriza a el “público en general” a presentar querellas y la Sección 

15.2.2 autoriza a las personas privadas “que tengan o no interés 

propietario” cuyo interés personal se vea adversamente afectado.  

Más adelante en su argumentación, el señor Belgodere va más lejos 

aún, al argumentar que “la agencia perdió la jurisdicción 

automáticamente sobre la querella” cuando, luego de emitido el 

dictamen administrativo, este acudió ante el TPI.  Discrepamos. 

La aplicación del Artículo 14.1 de la Ley Núm. 161-2009, 

según enmendado por la Ley Núm. 9-2017, dispone definitivamente 

de la controversia ante nuestra consideración.  Y es que, como es 

sabido, ningún reglamento puede ir por encima de la ley; puede 

complementar sus disposiciones, pero nunca estar en conflicto con 

ella. Véase, Pérez v. Com. Regl. Trab. Serv. Púb., 158 DPR 180, 187 

(2002). 

El Artículo 14.1 de la Ley Núm. 161-2009, según enmendado 

por la Ley Núm. 9-2017, dispone específicamente lo siguiente: 

Artículo 14.1.- Recursos Extraordinarios para 

Solicitar Revocación de Permisos, Paralización de Obras 
o Usos No Autorizados, Demolición de Obras. 

 
La Junta de Planificación, así como cualquier 

Entidad Gubernamental Concernida, Municipio 

Autónomo con Jerarquía de la I a la V o cualquier otra 
dependencia o instrumentalidad del Gobierno de Puerto 

Rico en representación del interés público o una 

                                                 
2 El señor Belgodere se refiere al Artículo 14.1 de la Ley Núm. 161-2009 antes de 

ser enmendado por la Ley Núm. 19-2017.  Sin embargo, la enmienda entró en 

vigor antes de que la Junta emitiera su Resolución y antes de que este presentara 

su Demanda sobre sentencia declaratoria. 
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persona privada, natural o jurídica, que tenga un 
interés propietario o personal que podría verse 

adversamente afectado, podrá presentar una acción 
de injunction, mandamus, sentencia declaratoria, o 

cualquier otra acción adecuada para solicitar: 1) la 
revocación de un permiso otorgado, cuya solicitud 
se haya hecho utilizando información incorrecta o 

falsa; 2) la paralización de una obra iniciada sin 
contar con las autorizaciones y permisos 
correspondientes, o incumpliendo con las 

disposiciones y condiciones del permiso otorgado; 
3) la paralización de un uso no autorizado; 4) la 

demolición de obras construidas, que al momento de 
la presentación del recurso y al momento de 
adjudicar el mismo no cuenten con permiso de 

construcción, ya sea porque nunca se obtuvo o 
porque el mismo ha sido revocado. 

 
Indistintamente de haberse presentado una 

querella administrativa ante la Junta de 

Planificación, Entidad Gubernamental Concernida, 
Municipio Autónomo con Jerarquía de la I a la V o 
cualquier otra dependencia o instrumentalidad del 

Gobierno de Puerto Rico, alegando los mismos 
hechos, una parte adversamente afectada podrá 

presentar un recurso extraordinario en el Tribunal 
de Primera Instancia. Una vez habiéndose 
presentado el recurso extraordinario al amparo del 

presente Artículo, la agencia administrativa perderá 
jurisdicción automáticamente sobre la querella y 
cualquier actuación que llevare a cabo con respecto 

a la misma será considerada ultra vires. 
 

El Tribunal de Primera Instancia deberá celebrar 
vista dentro de un término no mayor de diez (10) días 
naturales desde la presentación del recurso y deberá 

dictar sentencia en un término no mayor de veinte (20) 
días naturales desde la celebración de la vista. 

 
En aquellos casos en los cuales se solicite la 

paralización de una obra o uso, de ser la misma 

ordenada por el Tribunal, se circunscribirá única y 
exclusivamente a aquellos permisos, obras o uso 
impugnado, mas no a ningún otro que se lleve a cabo 

en la propiedad y que cuente con un permiso o 
autorización debidamente expedida. 

 
El Tribunal impondrá honorarios de abogados 

contra la parte que presenta el recurso bajo este 

Artículo si su petición resulta carente de mérito y 
razonabilidad o se presenta con el fin de paralizar 

una obra o permiso sin fundamento en ley. Los 
honorarios de abogados bajo este Artículo será una 
suma igual a los honorarios que las otras partes 

asumieron para oponerse a la petición judicial. En el 
caso que el Tribunal entienda que no es aplicable la 
presente imposición de honorarios de abogados, tendrá 

que así explicarlo en su dictamen con los fundamentos 
para ello. Las revisiones de los dictámenes bajo este 

Artículo ante el Tribunal de Apelaciones se remitirán a 
los paneles especializados creados mediante esta Ley y 
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dicho foro tendrá 60 días para resolver el recurso de 
revisión desde la presentación del mismo. (Énfasis y 

subrayado nuestro.) 
 

 Del Artículo citado se desprende que cuando una parte 

presente un recurso extraordinario de los allí contemplados, la 

Junta automáticamente perderá jurisdicción sobre la querella que 

se encuentre “presentada” sobre los mismos hechos.  En otras 

palabras, la Junta pierde jurisdicción para adjudicar la querella y le 

corresponde al TPI adjudicar el recurso extraordinario.  Entendemos 

que esto constituye un mecanismo para preterir el trámite 

administrativo que ya ha comenzado y no un mecanismo para 

revisar o sustituir el criterio de la Junta sobre una querella que ya 

ha sido adjudicada.  Lo anterior, tomando en cuenta la intención 

legislativa tras la aprobación de la Ley Núm. 19-2017, a saber, la 

“[r]educción sustancial en el tiempo para obtener un permiso 

gubernamental”. 

 Sin embargo, en este caso no nos encontramos ante una 

Querella que se encuentre presentada, sino ante una Querella que 

ya fue adjudicada por la Junta mediante Resolución emitida el 17 

de agosto de 2017, notificada el 18 de agosto de 2017.  Dicha 

Resolución advino final y firme, pues el señor Belgodere no solicitó 

reconsideración y tampoco acudió ante este Tribunal en revisión 

judicial.  Por tal razón, como a bien tuvo resolver el TPI, el señor 

Belgodere está impedido de hacer fórum shopping para tratar de 

obtener un dictamen distinto al ya emitido por la Junta sobre el cual 

dejó de ejercer su derecho de revisión.  Ello así, concluimos que 

actuó correctamente el TPI al determinar que carecía de jurisdicción 

para entender en la Demanda. El asunto es cosa juzgada. 

III. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

Sentencia apelada.   
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


